Carátula 


COMISIÓN DE PRESUPUESTO INTEGRADA CON HACIENDA 


(Sesión celebrada el día 31 de agosto de 2018). 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 15:05). 


Damos la bienvenida a la delegación de la Asociación de Funcionarios Judiciales del 
Uruguay. Estamos recibiendo a Graciela Panizza, secretaria de prensa; a Richard Ascurrein, secretario 
general; a Hugo Toja, secretario de asuntos gremiales, y a Pablo Elizalde, secretario de relaciones. Sin 
más, les damos la palabra. 


SEÑOR ELIZALDE.- Para nosotros es un placer ser recibidos por la comisión. Para ser más concretos 
en el planteamiento, vamos a leer el material que acabamos de repartir. Luego responderemos las 
preguntas que los señores senadores deseen formular. 


«Señoras y señores, senadores y senadoras, 
Miembros de la Comisión de Hacienda integrada con Presupuesto 
de la Cámara de Senadores. 


Tenemos el agrado de dirigirnos ustedes en representación de la Asociación de Funcionarios 
Judiciales del Uruguay (AFJU) a fin de hacerles llegar las siguientes reivindicaciones para que sean 
incluidas en el mensaje de rendición de cuentas del Poder Judicial del ejercicio 2017. 


Es de público conocimiento que nuestro sindicato firmó, con fecha 2 de febrero de 2018 y su 
modificación del 18 de abril de 2018, un convenio colectivo que puso fin a un largo diferendo con el 
Poder Ejecutivo. Ese diferendo se inició con la aprobación del presupuesto nacional 2010/2015. 


La base de construcción de nuestro salario, luego de la reestructura del año 2005, se calcula 
tomando un porcentaje del salario base del subdirector general del Poder Judicial que, a su vez, 
también es un porcentaje del salario de los ministros de la Suprema Corte de Justicia que, desde el 
año 1985 están equiparados al sueldo de los ministros de Estado. Más allá de las consideraciones que 
se tengan o se hayan tenido de los avatares de estos años, la realidad al día de hoy es que se ha 
llegado a un acuerdo. 


El convenio fue firmado por todas las partes involucradas: Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social, Suprema Corte de Justicia, Asociación de Funcionarios Judiciales y también por el PIT-CNT, 
que fungió como facilitador, poniendo fin, tal como ya se ha dicho, a ese diferendo. Se trató de un 
diferendo de corte netamente salarial. No es menor destacar que los salarios de los trabajadores 
judiciales han sido eternamente postergados, lo que devino también en roces institucionales que 
afectaron al país en su conjunto. 


La importancia de la solución a la que se ha llegado no es menor ya que todo el espectro 
político con representación parlamentaria de nuestro país dio su apoyo por medio de su voto a la ley 
que permitió efectivizarlo. 


Además de las cláusulas de carácter económico, el convenio contiene otras prestaciones 
dentro de su articulado tales como la inclusión de todos los funcionarios judiciales al sistema de 
prestaciones del BPS, incremento de las licencias por maternidad, reducción de la jornada para el 
cuidado del recién nacido, la concreción de salas de lactancia en los edificios del Poder Judicial a nivel 
nacional, convenios con la clínica de ojos del Hospital Saint Bois. 


A su vez, es necesario formalizar el aporte que el Poder Judicial hace al centro de educación 
inicial de AFJU, así como el incremento en igual monto del que actualmente se otorga para la atención 
odontológica de los compañeros que viven en el interior del país. Para formalizar el aporte del centro 
de educación inicial o jardín, es necesario que se apruebe una norma que lo habilite, así como también 
el incremento de la partida odontológica. A través del artículo 6. del convenio firmado, el Poder 
Ejecutivo se comprometió a incluirla en el proyecto de ley de rendición de cuentas 2017. 


En el proyecto de ley de rendición de cuentas 2017 remitido por el Poder Ejecutivo al Poder 
Legislativo, en el artículo 293, se prevén los fondos para hacer frente a las cláusulas de carácter 
económico acordadas, pero no se hacía referencia a los puntos acordados para ser incluidos en la 
rendición de cuentas, esto es, partida odontológica y marco normativo del jardín de la AFJU. 


La Suprema Corte de Justicia, en los artículos 26 y 27 del mensaje enviado al Poder 
Legislativo, contempla ambos puntos contenidos en el acuerdo. 


La Suprema Corte de Justicia solicita también, en los artículos 18 y 19, los fondos para el 
ingreso de un licenciado en Enfermería y un licenciado en Imagenología, así como para la creación de 
cargos de asistentes forenses. 


Asimismo queremos manifestar que acompañamos el artículo 19 del proyecto de rendición de 
cuentas presentado por el Poder Judicial, por el cual se transforman cargos de auxiliar ll en cargos de 
asistente forense, grado 10, escalafón IV. Esta transformación de cargos es para dar solución a los 
denominados auxiliares de morgue, que se encuentran trabajando en el interior del país y que cumplen 
esa función pero sin la descripción de tareas ni la remuneración correspondiente a la función que 
realizan. Además, son trabajadores que por las razones explicitadas, y al haber sido contratados para 
tareas que no son las del cargo que ostentan, no pueden ser presupuestados y se encuentran 
condenados a permanecer en el cargo de ingreso, sin posibilidad alguna de ascenso. 


Al entrar a estudio en la comisión de presupuesto de la Cámara de Diputados, se advirtió por 
parte de nuestro sindicato, tanto al señor subsecretario de Economía y Finanzas como a los señores 
representantes, de esta involuntaria omisión. 


Por otro lado, tenemos conocimiento de que se ha modificado el artículo 293 original ("hoy 
artículo 308), contemplando en el nuevo artículo lo acordado con el Poder Ejecutivo en el convenio 
colectivo firmado por AFJU. Además, se tomaron los referidos artículos 26 y 27 remitidos en el mensaje 
de la corte con los números 241 y 242 en el articulado aprobado por la Cámara de Representantes. 


De todas formas, es nuestro interés advertir a los señores senadores de esta situación para 
que se tenga presente a la hora del estudio del proyecto de ley de rendición de cuentas de 2017. 
Queremos dejar constancia de que desde la AFJU en su momento les fueron aportadas soluciones con 
la finalidad de resolver dicho problema. 


Se reitera también la solicitud de inclusión del beneficio del salario vacacional, que poseen los 
trabajadores del ámbito privado, así como algunos organismos del Estado. Esto beneficia al trabajador 
en el mejor goce de su licencia. 


Queremos reiterar nuestra aspiración de que la compensación por asiduidad prevista en el 
artículo 317 de la Ley n.” 16222, de 29 de octubre de 1991, y sus modificativas, tenga un incremento 
del 10 %, llevándola a un 20 %. 


En consonancia con el planteamiento del departamento de públicos del PIT-CNT proponemos 
tender a que el salario de ingreso de toda la Administración pública, así como del Poder Judicial, sea 
equivalente a media canasta básica. 


Otro de nuestros reclamos es que el Ministerio de Economía y Finanzas transfiera los fondos 
del timbre de testamento y legalizaciones con la finalidad de incrementar la compensación por 
alimentación. Para ello proponemos los siguientes artículos: 


a) Derógase el inciso final del art. 647 de la Ley 18.719 del 27 de diciembre de 
2010. 


b) Destínase lo recaudado por el Poder Judicial por concepto de Timbre de 
Testamento y Legalizaciones, art. 21 de la Ley 17.707 del 10 de noviembre de 2003, a reforzar la 
compensación por alimentación creada por el art. 458 de la Ley 17.296 del 21 de febrero de 2001. 


Por último, aspiramos a que se otorguen los fondos para la consolidación de la oficina de 
salud laboral del Poder Judicial, oficina necesaria para atender de mejor manera las enfermedades 
profesionales derivadas de las tareas desarrolladas en el Poder Judicial». 


SEÑOR MICHELINI.- Es bien sabido que se llegó a un acuerdo en la Cámara de Diputados para 
aprobar este proyecto de ley y nuestros márgenes son escasos, porque está el riesgo de que vuelva a 
la Cámara de Representantes y se desbarranque todo, de manera que hay que tener mucho cuidado. 


Ahora bien, una cosa son las reivindicaciones justas, naturalmente y otra es el convenio 
con el Poder Ejecutivo. Si no me equivoco, nuestros invitados dicen que en los artículos 241 y 242 está 
recogido lo que el Poder Ejecutivo no había enviado en una primera instancia. 


Por lo tanto, mi pregunta es si a los efectos de aquel convenio con el Poder Ejecutivo, las 
cosas están saldadas. 


SEÑOR ASCURREIN.- En principio, están saldadas, pero hay un pequeño detalle que no fue tomado 
como fue enviado directamente por la Corte. 


Se resolvió la partida para el servicio odontológico descontándose del millón y medio de 
pesos que había sido asignado por el Poder Ejecutivo al que hoy es el artículo 308, y se traspuso al 
artículo 242, así que eso está saldado. 


Con respecto al artículo 241 que tiene que ver con el Centro de Educación Inicial que gestiona 
el sindicato, en base a lo que había sido acordado con la Suprema Corte de Justicia y con el Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social, en principio, necesitábamos el marco normativo para que la asistencia 
que el Poder Judicial venía haciendo hasta la fecha no fuera observada por el Tribunal de Cuentas; es 
decir, no había una ley que habilitara el pasaje de fondos y de algunos funcionarios en comisión al 
centro de educación. El problema que se plantea es que cuando la Cámara de Representantes 
incorpora ese artículo, se fija en 4.140 UR por año [que es lo que tiene destinado el Poder Judicial 
este año para asistir al centroíl, y se fija un máximo de 10 funcionarios en comisión. Hubo un 
compromiso por parte del Poder Judicial estampado en el convenio de ampliar el centro educativo para 
que tuviera más beneficiarios. El inconveniente que vemos es que si nosotros ampliamos con un tope, 
no van a dar los rubros para esa ampliación y por ende no se va a poder cumplir. Ahora tenemos 
capacidad para 100 niños. A veces se dan distintas situaciones como el traslado de un funcionario para 
otro departamento que genera alguna vacante, pero básicamente estamos en 100 niños. El problema 
es que si nosotros lo ampliamos, no hay manera de cumplir con esa ampliación y con ese acuerdo. 
Nosotros creemos que lo más justo, y también lo ideal, sería no establecer un tope. Además, hay que 
tener en cuenta que no estamos pidiendo un refuerzo presupuestal para esta asistencia, ya que va a 
salir de los fondos propios del Poder Judicial, lo que dependerá de cómo los administren. Por lo tanto, 
nos parece que poner un tope va en contra de lo que se firmó en su momento en el convenio, una 
cortapisa que quedaría por lo menos hasta la Ley de Presupuesto de 2020, donde se podría solucionar 
de otra manera. 


Quiere decir para dar cumplimiento con lo que dice el convenio, en el sentido de ampliar el 
centro de educación inicial, e incluso, con las gestiones de AFJU en torno a la idea de que los hijos de 
los trabajadores no afiliados al sindicato también puedan concurrir al centro [Ipara esto estamos 
trabajando en un proyecto del Poder Judicial! , será imposible. 


SEÑOR OTHEGUY.- Iba a preguntar cuántos niños atienden Len parte se contestó recién] y cuántos 
podrían incluir. Creo haber entendido perfectamente que lo que se pretende es no ponerle un tope a 
esa partida. Actualmente, hay 100 niños, ¿tienen cuantificado cuántos más podrían estar 
concurriendo? 


SEÑOR ELIZALDE.- Por ahora no los tenemos cuantificados. Estamos trabajando con la Dirección de 
Gestión de Proyectos del Poder Judicial. Se hizo un sondeo, y se pidió a todos los trabajadores que 
brinden los datos de cuántos hijos a cargo tienen y de qué edades para hacer una evaluación. 
Actualmente atendemos a hijos de compañeros afiliados al sindicato donde además se hace una 
evaluación de la situación socioeconómica para establecer prioridades. Tengamos en cuenta que en 


Montevideo hay entre 1.700 y 1.800 funcionarios judiciales, hay unos cuantos con hijos, y si agregamos 
que integrarían y pasarían a formar parte en el futuro hijos de magistrados y de defensores de oficio se 
ampliaría mucho más. 


Además, en este trabajo que el Poder Judicial está haciendo junto con el sindicato se busca 
una solución para el interior. En los casos del interior del país, lo que hace hoy el sindicato es dar una 
ayuda económica. El Poder Judicial participaría también en un futuro de esa ayuda económica, cuando 
tengamos más claro cuánta gente abarcaría el programa. 


Por eso digo que, seguramente, el proyecto de trabajo de la guardería no va a entrar en 
vigencia el año que viene (sí aquí en Montevideo!| y se va a ampliar para el interior, por lo que para 
que el Poder Judicial pueda cumplir con esto va a necesitar que no se establezca un tope. En 
definitiva, nos manejaremos con los rubros que haya y en un futuro se irá viendo cómo se va 
solucionando el problema. 


SEÑOR ASCURREIN.- Quiero referirme al artículo 19, al que se le había puesto un costo. Se trata de 
transformaciones de cargo que pide el Poder Judicial para los auxiliares de morgue que pasarían a ser 
asistentes de forense. Esta situación se da en el interior y preocupa al sindicato. El artículo 
mencionado se ha incorporado luego de haber mantenido varios diálogos con las autoridades del 
Poder Judicial, a fin de buscar una solución que no consistiera en otorgar una partida equis. Estamos 
hablando de compañeros trabajadores que están los 7 días de la semana y las 24 horas del día a 
disposición de que el forense los llame a trabajar. Eso puede ocurrir a cualquier hora del día, ya que si 
sucede un accidente de tránsito o un homicidio en una ciudad del interior a las 4 de la mañana, por 
ejemplo, el auxiliar de morgue tiene que concurrir a asistir al forense. Estos trabajadores tienen el 
sueldo de ingreso del Poder Judicial, que es el más bajo de todos y como no había cargos de 
asistentes forenses se los ha ido contratando como auxiliares de morgue. Cuando se hace el llamado a 
concurso a través de la prensa, ellos ingresan con ese cargo, que repito es el más bajo y algunos de 
ellos hace 10 o 12 años que están en esa situación. Como el cargo no existe no se los presupuesta y 
siguen como contratados. Pensamos que es una situación que debe solucionarse por una cuestión de 
justicia. Si no recuerdo mal, el costo de esto, de acuerdo con lo que determinó el Poder Judicial, es de 
$ 4:100.000. Nos parece que de alguna forma habría que atender la situación de estos trabajadores 
que, además, cumplen una función muy importante. Otro problema es que hay un solo auxiliar de 
morgue por departamento, o sea que hay un único trabajador encargado de esa tarea. 


Entendemos que se trata de un reclamo más que justo y habría que encontrar la manera de 
que el Poder Judicial contara con esos $ 4:100.000 para que se hiciera la transformación de cargos y 
que estos trabajadores ingresaran con el grado 10, ya que hoy están en el último de la escala. En 
definitiva, quedarían con un sueldo de 


$ 42.000 y seguirían cumpliendo la misma labor pero con la descripción de tareas correcta. 
Muchas gracias a los señores senadores por su atención. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos a nuestros invitados su presencia y la información que nos han 
brindado. 


(Se retira de sala la delegación de la Asociación de Funcionarios Judiciales). 


(Ingresa a sala la representante de la Fundación Banco de Alimentos Uruguay). 


Ola Comisión de Audiencias tiene el gusto de recibir a la señora Corro de Battro, 
representante de la Fundación Banco de Alimentos del Uruguay, a quien dejamos en el uso de la 
palabra. 


SEÑORA CORRO DE BATTRO.- Agradezco a los señores senadores por darnos la oportunidad de 
presentar nuestra fundación. 


La Fundación Banco de Alimentos del Uruguay es una asociación sin fines de lucro, basada 
en modelos internacionales, cuya misión es lograr disminuir la pobreza alimentaria de un país. El banco 
de alimentos se dedica a captar alimentos que están próximos a su vencimiento o sobrantes, que en 
condiciones normales serían destruidos, para repartirlos entre distintas instituciones que asisten a 
personas de bajos recursos. 


Actualmente, la fundación recibe alimentos de empresas de consumo masivo como Nestlé, 
PepsiCo y Mondelez. Los almacena en un centro de distribución y los entrega a las organizaciones 
beneficiarias. 


Comenzamos a operar en julio de 2012, entregando alimentos a 34 beneficiarios. En agosto 
del año 2014, el banco recibió la aprobación del Ministerio de Educación y Cultura para convertirse en 
fundación, lo cual le permitió contar con marco regulatorio más sólido. A partir de ese momento y luego 
de su lanzamiento oficial, el banco de alimentos comenzó un crecimiento sostenido. 


Les voy a contar más o menos cómo es nuestro trabajo. 


Las empresas envían una lista de los productos que tiene para entregar, es decir que tienen 
próximo su vencimiento. En el banco analizamos las cantidades y las fechas de vencimiento y 
confirmamos a las empresas los pedidos que podemos recibir. Una vez recibida la mercadería en el 
centro de distribución, armamos los pedidos de acuerdo con las necesidades de cada uno de los 
beneficiarios y asignamos un número de pedido y una fecha de entrega a cada uno de ellos. Los 
beneficiarios lo retiran del centro de distribución para ser consumidos antes de la fecha de vencimiento. 


No se entregan alimentos pasada la fecha de vencimiento ni cuyo empaque se haya roto o 
esté abierto, ya que esto podría generar algún tipo de contaminación cruzada. Los alimentos que no se 
entregan antes de su fecha de vencimiento vuelven a la empresa que nos los donó, para su 
destrucción. 


En octubre de 2014 tercerizamos la operación logística del almacenamiento, trabajando en 
conjunto con la empresa Farmared. Esto nos permitió una gestión de inventario de primer nivel y 
trazabilidad de la mercadería para dar más garantías a las empresas respecto a dónde están sus 
alimentos. 


Nos gustaría compartir unos datos con ustedes. En 2012, entregamos 4.403 kilos de 
alimentos a 34 beneficiarios; en el 2013, 7.857 kilos; en 2014, fueron 10.663 kilos, que llegaron a 50 
beneficiarios. Una vez que comenzamos a trabajar con el centro de distribución, el crecimiento fue 
exponencial y, en 2016, llegamos a unos 100.000 kilos, que fueron a 80 beneficiarios. 


Por otro lado, también realizamos distintas acciones puntuales con Bimbo, Subway, Mc 
Donald1s, Sancor Seguros, Sebamar y colectas en algunas sucursales de Supermercados Disco. 
También se llevaron a cabo colectas de alimentos en colegios y eventos. 


Debido a la cantidad de donaciones que fuimos recibiendo una vez que empezamos a 
trabajar con el centro logístico y teniendo en cuenta que los costos mensuales crecieron bastante, 
tuvimos que suspender las operaciones por falta de financiamiento. 


Luego de largas negociaciones, conseguimos convencer a las empresas de que nos 
ayudaran a solventar los costos del centro de distribución, que incluyen el costo de mano de obra para 
el armado de pedidos, el de almacenaje y el de administración. 


Hoy en día llegamos a 150 instituciones beneficiarias, que atienden a una población cercana 
a las 24.000 personas. Entre ellas, podemos encontrar merenderos, centros Caif, ONG, escuelas, 
fundaciones, cárceles, etcétera. A modo de ejemplo, hacemos llegar alimentos al Cottolengo Don 
Orione femenino y masculino", al Liceo Jubilar, a la Fundación Manantiales, al Liceo Francisco de 
Paysandú), al Hogar La Campana de la Fundación Peluffo Giguens, a parroquias e iglesias de 
distintos credos, a la Asociación Civil Madres de la Cruz, entre muchas otras entidades. 


Donar los alimentos al banco de alimentos no siempre es la opción más económica para las 
empresas productoras de alimentos, ya que significa costos de flete hasta el centro de distribución del 
banco, acelerar los tiempos de entrega antes del vencimiento y costos administrativos relacionados 
con las entregas. Además, el costo de almacenaje en el centro de distribución hoy en día también es 
pagado por las empresas. Para estas, la opción más económica y simple sería destruir los alimentos 
luego de su vencimiento, pero, por una razón de responsabilidad social empresarial, no es esta la 
opción de su preferencia. 


Poder incluir al banco de alimentos dentro del listado de instituciones beneficiarias de 
donaciones para que la renuncia fiscal o beneficio se pueda aplicar a los donantes, nos daría 
herramientas para conseguir más empresas donantes y nos permitiría solucionar los problemas de 
financiamiento, que hoy ponen en riesgo la continuidad de nuestra labor. 


Esta es más o menos nuestra fundación. No sé si sabían qué es un banco de alimentos o 
desean hacer alguna pregunta. 


SEÑOR MICHELINI.- Nuestra invitada habla bastante rápido, y está muy bien que lo haga, porque la 
entrevista es corta. Por lo que pude saber los beneficiarios siempre son instituciones Uno son familiaú 
públicas y privadas, todas sin fines de lucro que aprovechan esa donación de alimentos que se están 
por vencer. Son como un intermediario sin fines de lucro. 


SEÑORA CORRO DE BATTRO.- Nosotros seríamos como un eslabón más dentro de la cadena de 
vida de los alimentos. Por ejemplo, en la donación de la semana pasada nos llegaron 17 palets de 
comida al banco y lo distribuimos entre 120 instituciones. Las empresas algo distribuyen, pero no es 
factible que 120 autos o 120 camioncitos entren a un centro de distribución de estas empresas a retirar 
diez, cinco o seis cajas, así que nosotros también ayudamos a las empresas a distribuir más. El resto 
de alimento que no se distribuye se entrega a lugares donde le dan de comer a los chanchos u otros 
animales. Entonces, me parece que ese alimento que está en buen estado, se puede seguir usando, 
por eso le estiramos la vida útil. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la visita y seguimos en comunicación. 


(Se retira de sala una representante de la Fundación Banco de Alimentos) 


(Ingresa a sala la delegación de la Federación de Funcionarios de OSE) 


Damos la bienvenida a la Federación de Funcionarios de OSE. En esta oportunidad, 
recibimos a los señores Roberto Arias, Ismael Cortazzo, Martín Pascual y Gustavo Ricci. 


SEÑOR RICCI.- Buenas tardes, soy el presidente de la Federación de Funcionarios de OSE y 
agradezco que nos hayan recibido. 


El motivo de nuestra presencia es la iniciativa que el Poder Ejecutivo envió en el proyecto de 
rendición de cuentas que está reflejado, inicialmente, en el artículo 315 que, luego de la aprobación en 
la Cámara de Diputados, se transformó en el artículo 329. En ese artículo, el Poder Ejecutivo está 
proponiendo una reducción del 50 % de los aportes que el directorio de OSE hace al fondo de seguro 
de salud para los trabajadores, trabajadores, jubilados y jubiladas de OSE. 


Este fondo, desde 1964 es administrado por una comisión honoraria integrada por 
representantes del directorio de OSE, de las trabajadoras y los trabajadores y de la Facultad de 
Medicina. Hasta el año 2011, el fondo fue integrado por aportes de la empresa y de las trabajadoras y 
los trabajadores, por medio de un descuento del 1,5 % de su salario. 


En 2011, con la incorporación de las trabajadoras y los trabajadores de OSE al Fondo 
Nacional de Salud Fonasal, se negoció con el Poder Ejecutivo y con el Ministerio de Salud Pública 
de entonces, de donde surgió una ley modificativa y se estableció que los aportes de la empresa 
pasaban del 3 % al 1,5 % y los trabajadores no realizarían aportes, porque ese descuento lo aportarían 
directamente al Fonasa. 


El acuerdo al que se llegó tenía como objetivo que ese fondo siguiera cubriendo las 
prestaciones que no son brindadas por los prestadores de salud habitualmente. Ese acuerdo, 
entonces, se estableció por ley, luego de una negociación en la que participó, reitero, el Poder 
Ejecutivo, el Ministerio de Salud Pública de aquel momento y nosotros, los trabajadores, como gremio. 


Ahora bien, nos encontramos que en esta instancia el Poder Ejecutivo propone una 
reducción del 50 % de manera absolutamente inconsulta, pues nunca convocó a los trabajadores a 
través del gremio ni tampoco lo planteó en la comisión honoraria, sino que esta decisión, según las 
conversaciones que mantuvimos con el directorio que encabeza el ingeniero Milton Machado, se debe 
simplemente a que OSE estaría necesitando fondos frescos. 


Por esos motivos, lo que nosotros venimos a pedir es que el Senado no vote la propuesta del 
Poder Ejecutivo en el sentido de reducir al 50 % los aportes. Solicitamos también que si el Poder 
Ejecutivo y el directorio de OSE tienen intención de estudiar medidas viables, en el futuro se cree un 
ámbito de negociación, tal como siempre se ha hecho cuando se trata de propiciar acuerdos. 


En la carpeta que entregamos a los señores senadores figura un memorando con nuestras 
intenciones, la propuesta del Poder Ejecutivo, un estudio comparativo del resultado del ejercicio 2017 
con los aportes de OSE como empresa, tal como lo define la ley, y el impacto que tendría la medida de 
reducir al 50 % los aportes. Asimismo, figura el acta de la comisión honoraria en la que los trabajadores 
dejamos claramente establecido que esta medida se adoptó por parte del Poder Ejecutivo y del 
directorio de OSE de manera absolutamente inconsulta. Finalmente, figura un resumen relativo al 
reglamento de asistencia médica 2018, donde se detallan las prestaciones actuales que se brindan a 
los trabajadores, a las trabajadoras y a los jubilados del organismo. 


SEÑOR CORTAZZO.- Quisiera poner énfasis en lo que planteó Gustavo Ricci Upresidente de Ffosel 
en cuanto a la necesidad de crear ese ámbito de negociación. Como movimiento sindical hemos 
apostado fuertemente a la negociación colectiva en todos los ámbitos, en especial en este de la salud. 
Desde que el Sistema Nacional Integrado de Salud fue impulsado por el Gobierno hemos sido 
partícipes de ello y hemos estado trabajando para lograr una negociación. Entonces, nos llama la 
atención que en una cuestión tan importante y tan cara para la vida institucional del organismo, como 
es el seguro de salud (1que nunca ha tenido una observación por parte del Tribunal de Cuentas! ', no 
se hayan generado instancias de negociación previas, siendo que habíamos tenido una reunión en el 
ámbito de la Dinatra, en la cual se discutió con los representantes del directorio sobre las prestaciones 
del sistema. Esta conducta nos llama poderosamente la atención y apelamos a la ley de negociación 
colectiva para poder estar zanjando este extremo. 


SEÑOR HEBER.- Quisiera saber si entendí bien lo que viene a decirnos la Federación de Funcionarios 
de OSE. ¿Ustedes venían teniendo un diálogo con el Poder Ejecutivo en lo que respecta al Sistema 
Nacional Integrado de Salud, sobre cómo terminar de integrarse con una negociación de por medio, y 
el Poder Ejecutivo, la dirección de OSE, rompió en los hechos ese diálogo al enviar un artículo cuyo 
contenido desconoce lo que se venía negociando? Si es así, el Poder Ejecutivo le dio la espalda al 
diálogo que venía teniendo con el sindicato. ¿Eso es lo que tenemos que entender? 


SEÑOR RICCI.- En un 90 % es así, pero quiero aclarar que el ámbito de negociación finalizó en el año 
2011 cuando el Parlamento aprobó la ley que establecía los nuevos aportes. 


SEÑOR HEBER.- Entonces, ahora no hay instancias de diálogo con el Poder Ejecutivo y las 
negociaciones no siguen adelante, por lo cual esto no fue consultado con el sindicato y viola el 
entendimiento que se venía dando con los trabajadores. 


SEÑOR RICCI.- Exacto, la negociación colectiva. 
SEÑOR HEBER.- Es un dato de la realidad que le están dando la espalda a los trabajadores. 


(Hilaridad). 


SEÑORA PAYSSÉ.- Voy a hacer dos preguntas para tratar de entender la situación, pero aclaro que 
hay otros entes que ya han pasado por esta transformación de los servicios de salud propios para 
integrarse al Sistema Nacional Integrado de Salud. 


La primera tiene que ver con la siguiente aseveración: «Desde el ingreso al Fonasa el fondo 
financia prestaciones de salud que no brindan las prestadoras de salud que actúan en todo el territorio 
nacional». Por ende, quisiera saber cuáles son esas prestaciones a las que dejarían de tener acceso. 


La segunda interrogante se refiere a la reducción del 50 % de los aportes actuales que están 
planteando. ¿A qué monto de dinero equivale esa reducción del 50 %? 


SEÑOR PRESIDENTE.- También quisiéramos saber cuál es el número de beneficiarios. 


SEÑOR PASCUAL.- Soy representante de los beneficiarios en la comisión honoraria del seguro de 
salud. Reitero que este artículo fue algo inconsulto; tal como dice el informe, nos enteramos de esto 
por la prensa. Los representantes de OSE, a quienes vemos todas las semanas en las reuniones de la 
comisión, jamás plantearon nada al respecto. 


En cuanto a lo que dice la senadora, los beneficios que presta la institución son psicoterapia, 
aparatos auditivos, ortopedia, etcétera. Básicamente es un complemento al Fonasa, es decir que todo 
lo que no está integrado al Fonasa se obtiene a través de esto, y además son beneficios que otorga 
OSE desde hace mucho tiempo. En conversaciones que oportunamente mantuvimos con el 
economista Olesker cuando era ministro de Salud Pública nos prometió que esto no se iba a tocar. 
Como nunca hubo observaciones al respecto y es ínfimo el fondo que maneja, esto se mantuvo a 
través de los años. 


Ya se ha hecho un recorte con los hijos de los funcionarios hace un mes. Luego aparece esto 
en la rendición de cuentas que corta a la mitad el aporte del directorio. Este golpeteo contra la 
institución ya viene desde 2015 cuando nos cedieron para administrar el centro recreativo de Paso 
Severino que, en realidad, nos está dando pérdidas. Incluso estamos invirtiendo fondos de la institución 
para salvar esas pérdidas y hacerlo funcionar. Lo que ocurrió fue que el directorio de OSE había sido 
observado por el Tribunal de Cuentas por administrar este centro recreativo. 


De modo que ya son varios golpes los que se vienen dando, y ahora nos deja a expensas de 
intereses bancarios [más aun teniendo en cuenta estas fluctuaciones que se están dando!, lo que 
puede incidir negativamente en las prestaciones, ya no hablo de los hijos (llo que fue recortado de 
plano sino de los beneficiarios directos que son alrededor de 7.000 personas, contando a los 
exfuncionarios. 


SEÑOR RICCI.- Son USD 600.000. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les agradecemos la presencia y la información brindada. 


(Se retiran de sala los representantes de la Federación de Funcionarios de OSE). 


(Ingresa a sala la delegación del Sindicato del Ministerio de Transporte y Obras Públicas). 


Damos la bienvenida al Sindicato del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, 
representado por el señor Sebastián Alejandro, presidente; por el señor Alejandro Benítez, secretario 
general y por el señor Carlos García, tesorero. 


SEÑOR BENÍTEZ.- Mi nombre es Alejandro Benítez y venimos en representación de la Asociación de 
Funcionarios de la Dirección Nacional de Arquitectura perteneciente al Ministerio de Transporte y Obras 


Públicas. Agradecemos a los señores senadores por habernos recibido. 


Queremos plantear la situación en que se encuentra la Dirección y algunas necesidades 
puntuales que solicitamos se tomen en cuenta en esta instancia para poder reflotarla, ya que se 
encuentra en una muy mala situación y dentro de un ministerio que está en condiciones bastante 
complejas. 


La plantilla de funcionarios se ha venido reduciendo drásticamente desde hace unos treinta 
años a esta parte. En lo que tiene que ver con la Dirección Nacional de Arquitectura hemos pasado de 
tener una plantilla de tres mil funcionarios en la década de los ochenta Ude los cuales unos dos mil 
eran funcionarios que trabajaban directamente vinculados a obras", a tener, en la actualidad, cerca de 
quinientos funcionarios en total. La reducción de la plantilla se debe a varias situaciones. Los últimos 
ingresos que hubo en la Dirección Nacional de Arquitectura son del período 2005-2010; no hubo 
ingresos anteriores. De 2005 a 2010 quienes ingresaron lo hicieron en calidad de becarios y 
posteriormente concursaron para ingresar por el sistema de provisoriato. Luego de esa fecha no 
volvimos a tener ingresos a la Dirección; lo único que tenemos son egresos por jubilación, pase en 
comisión, fallecimiento e incapacidad por temas de salud. Por lo tanto, las tareas de la oficina se vieron 
resentidas en una gran cantidad de trabajos; incluso, se llegaron a rechazar algunos trabajos por la 
imposibilidad de llevarlos a cabo por falta de personal. 


El no ingreso de funcionarios se hace evidente sobre todo en el tema obras por el 
envejecimiento del personal, que actualmente tiene un promedio de edad de más de sesenta años y es 
claro que esto no es nada productivo. Por supuesto que esto también sucede en las oficinas y aunque 
el trabajo es distinto igualmente se ha visto resentido. La consecuencia directa de esta situación es el 
enlentecimiento de las obras. Además, como recién mencioné, se ha tenido que rechazar obras o 
ejecutarlas por aplicación del artículo 97, o sea, tercerizarlas. En este último caso, la tarea del 
ministerio consiste en realizar el llamado a licitación y controlar la obra; el resto de las oficinas no 
trabajan para esa obra. 


En lo que respecta a la disminución de la capacidad dentro de las oficinas, quiero resaltar, 
por ejemplo, el caso de la oficina de estructuras, que en los años ochenta contaba con trece calculistas 
y en la actualidad no tiene ninguno. Esta es una situación muy grave porque cualquier obra, por 
mínima que sea [Icomo una pintural), requiere el armado de un andamio. Los andamios, por ley, 
deben ser calculados y presentados por un tema de seguridad laboral y otros aspectos. De un año a 
esta parte se ha utilizado un sistema de contrato externo para poder cumplir con las necesidades más 
urgentes. La oficina quedó totalmente desmantelada; sigue existiendo para poder abarcar esos 
contratos pero no tiene funcionarios de la Dirección. 


El otro problema que hemos tenido para llegar a esta situación es la falta de concursos, no 
solo para ingresos [como manifesté(), sino para ascensos. La falta de concursos de ascenso produjo 
dos problemas: uno fue que no generamos, tampoco, los cargos de ingresos al no haber ascensos en 
grados se mantienen ocupados los cargos bajos',, y el otro fue la restitución de cargos de supervisión 
gente que se iba jubilando o se retiraba por distintos motivosí1, al punto que, en determinado 
momento, quedó prácticamente el 80 % de las oficinas sin jefaturas cubiertas. 


El año pasado luego de dos meses pudimos cubrir las gerencias [Jo sea que estuvimos sin 
gerentes durante ese tiempo! y llegamos hasta a los seis meses sin jefaturas de departamentos y de 
secciones varias. 


Al no haber concurso también se generaba el hecho de que algunas de esas encargaturas 
porque la mayoría de los cargos, o todos, se cubrían, precisamente, con encargaturas" permanecían 
en ese lugar hasta por 15 años. O sea que, además de todo el problema, hay una lesión de derechos 
muy grande a los funcionarios. 


Estamos hablando de un deterioro mayúsculo que hay en el ministerio y no solo en la 
dirección, que es a la que representamos nosotros. 


Tenemos números no muy lejanos que avalan lo que estamos mencionando. A enero de 2000 
la Dirección Nacional de Arquitectura contaba con 1283 funcionarios, y a julio de 2018 son 521. La 
plantilla se está reduciendo a razón de un 10 % anual. Hasta ayer mismo se estaban yendo 
funcionarios de la dirección para otros lados, además de las jubilaciones. O sea que desde ahora a fin 
de año se van a producir un montón de jubilaciones que van a resentir mucho más el trabajo. 


Otro problema que también colaboró en el descenso de la capacidad fue el abatimiento 
continuo de vacantes. Esas vacantes se mantenían mucho tiempo sin cubrir y durante un tiempo se 
reducían en un porcentaje, por un tema legal. 


Por otra parte, tenemos una competencia dentro del Estado que es la propia Corporación 
Nacional para el Desarrollo, que creó una oficina que está haciendo trabajos de arquitectura pero no se 
hacen los controles de obra. Eso implica que luego de culminada y entregada la obra, la Dirección 
Nacional de Arquitectura tiene que ir a hacer una inspección y a reparar cosas que quedaron en malas 
condiciones. Ha sido así sistemáticamente y eso se ha dado de continuo, sobre todo, en institutos por 
todos conocidos como, por ejemplo, el INAU. 


SEÑOR ALEJANDRO.- Muchas gracias por atendernos. 


Más o menos para que quede claro, quiero decir que este problema no surgió ahora. Hace 
tiempo atrás estuvimos trabajando varios años en un descentralizado porque veíamos que podía ser 
una de las salidas de esto. Eso nos permitió replantearnos muchas cosas y ver en qué estado estaba 
la Dirección Nacional de Arquitectura. Ese descentralizado, por distintos motivos, no funcionó. 


Lo importante de esto es que también es bueno que se sepa que hay lugares en los que a la 
empresa privada no le sirve trabajar, ya sea por motivos económicos o de otro tipo; en esos lugares 
trabajamos. 


Después está el tema social, que es en el que queremos hacer hincapié. En el plan de 
emergencia de Dolores, por ejemplo (por resaltar un caso!) tuvimos una participación muy activa. Es 
posible que no se haya notado mucho pero la reconstrucción de la mayor parte de las casas la hicimos 
nosotros, los funcionarios de la Dirección Nacional de Arquitectura. 


Entonces, socialmente la Dirección Nacional de Arquitectura es importante; nosotros 
pensamos que es así. Hoy por hoy la norma legal indica que, en realidad, toda la obra pública debería 
pasar por la Dirección Nacional de Arquitectura, y eso obviamente no se está cumpliendo. Ni siquiera 
los controles de la obra están pasando, hoy por hoy, por la Dirección Nacional de Arquitectura, lo que 
implica que actualmente se está incumpliendo la normativa. 


En las conversaciones con el señor ministro planteamos que, si bien varias direcciones están 
en la misma situación, puntualmente en la Dirección Nacional de Arquitectura pedimos una reestructura 
y replanteamos nuestros cometidos. En su momento (quizás alguno de ustedes supo verlo(, la 
Dirección Nacional de Arquitectura hacía la obra pública, creaba edificios. Hoy por hoy sabemos que 
esa situación no va a volver a pasar, pero estamos convencidos de que debería controlar la obra 
pública. A nivel de prensa se han visto mucho distintas situaciones en las que, como no existe ese 
control, se entrega la obra en condiciones que no son las que corresponden. Creo que en ese punto 
deberíamos jugar un papel importante. 


Puntualmente necesitaríamos que se aprobara algún artículo por el que se generara la 
reestructura de la Dirección Nacional de Arquitectura. Fuera de eso y aprovechando esta instancia, 
queremos conocer (¿porque esto no se arregla solo en el ministerio, sino que necesitamos tener 
también la visión polítical] cuál es la visión política de la Dirección Nacional de Arquitectura. Estamos 
hablando de que en un plazo muy corto va a desaparecer si no se hace nada. Quizás la idea es esa. 
Hoy estamos en esa situación: en un plazo muy corto directamente no vamos a poder hacer obra por 
administración directa y después, al no haber ingreso y al no estar reformulada la estructura, seremos 
incapaces de cumplir prácticamente muchas cosas. Si hoy surgiera un plan de emergencia sería 
complicado responder como lo hemos hecho en otras oportunidades. Entonces, hacemos ese llamado 
y nos gustaría escuchar algún aporte sobre cómo ven la situación de la Dirección Nacional de 
Arquitectura. 


Muchas gracias. 
SEÑOR PARDIÑAS.- Damos la bienvenida a la delegación. 


Simplemente, quiero hacer una consulta porque en su momento también se habló porque, 
como ustedes dijeron, este es un tema de larga data y se ha discutido presupuesto tras presupuesto!] 
de centrar la Dirección Nacional de Arquitectura sobre todo en la especialización de la recuperación de 
edificios emblemáticos, que tienen una construcción importante, que son públicos y que tienen un valor 


cultural o histórico significativo. No sé si eso ha podido ser encarado o si también cae dentro de las 
limitaciones que se han señalado acá. 


SEÑOR BENÍTEZ.- Hace unos cinco años, cuando se hizo la obra del Cabildo, se había comenzado a 
trabajar apuntando hacia eso e, incluso, se dictaron cursos. Ahora, en la oficina de patrimonio de la 
Dirección Nacional de Arquitectura se está intentando crear un equipo de trabajo para después 
asesorar a los obreros en esa función, porque, en definitiva, adiestrar obreros va a llevar un proceso. 
La mayoría de los que tenemos ahora tienen una edad muy avanzada para adiestrarlos a fin de que 
hagan ese trabajo. Entonces, si no renovamos la plantilla, seguimos en el mismo problema. 


De todos modos, entra en el patrimonio lo que son escuelas, liceos, en donde también 
actuamos, pero en muchos casos quedamos fuera por no tener la capacidad suficiente para trabajar 
ahí. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les agradecemos la visita y seguimos en contacto. 


(Se retira de sala la delegación del sindicato del MTOP). 


(Ingresan a sala los representantes de la Asociación de Agrimensores del Uruguay). 


Damos la bienvenida a la Asociación de Agrimensores del Uruguay, representada por el 
ingeniero agrimensor José Damasco, presidente; el ingeniero agrimensor Pablo Moraes, prosecretario; 
el ingeniero agrimensor Horacio Vega; la doctora Ximena Pinto; el doctor Pablo Zak, y el doctor Hernán 
Bello. 


Les damos la palabra. 


SEÑOR DAMASCO..- Buenas tardes. Soy el ingeniero José Damasco, presidente de la Asociación de 
Agrimensores del Uruguay. 


Estamos aquí porque tenemos un inconveniente con un artículo de la rendición de cuentas, 
ya que nos quita la firma de las copias de los trabajos de nuestra profesión. Este asunto lo venimos 
discutiendo con el director nacional de Topografía, que es quien hace las copias y fue quien sacó un 
artículo. Por esa razón, estamos litigando para que entiendan que nos están quitando un derecho y un 
derecho al trabajo. 


Como sé que no tenemos mucho tiempo, prefiero que haga uso de la palabra la doctora 
Pinto, que es quien nos asesora jurídicamente y puede explicar mejor y de manera más concisa, por 
qué estamos aquí. 


Dado que es muy difícil tratar este asunto en quince minutos, les solicitamos tengan a bien 
considerar la posibilidad de sacar este artículo de la rendición de cuentas para que todos los 
participantes en el inconveniente [por decirlo asíll puedan manifestar su opinión. De esa manera, 
podrán entender bien cuáles son los conceptos por los que decimos que nos están quitando derechos 
al trabajo. 


SEÑORA PINTO.- Buenas tardes. Mi nombre es Ximena Pinto Nerón, soy la abogada patrocinante de 
la Asociación de Agrimensores del Uruguay. 


La norma que pretendemos discutir es el artículo 158 del texto originalmente planteado. 
Actualmente es el artículo 156 del texto que los señores senadores tienen a estudio. 


Este asunto tiene una historia a nivel normativo que proviene de disposiciones reglamentarias. 
En el año 1995 se dictó el artículo 18 del Decreto n.” 318/995. Esta norma establecía que, previa 
autorización del profesional agrimensor, se expedirían las copias suplementarias de los planos. El año 
pasado se dictó el artículo 2. del Decreto n.* 285/017, que modifica la disposición anterior y elimina la 
exigencia de previa autorización del profesional actuante, es decir, suprime la posibilidad del 
agrimensor de participar en la expedición de las copias suplementarias de los planos, con el trabajo 
que eso implica y con la percepción de los honorarios correspondientes. 


Esa norma fue impugnada. Se agotó la vía administrativa y, actualmente, están tramitando 
dos procesos contenciosos administrativos de anulación ante el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo. 


Luego surge el texto propuesto para la rendición de cuentas, tal como dije, el artículo 158 
que, en el texto que ustedes tienen a estudio, es el artículo 156. La disposición prevé, justamente, la 
expedición de las copias de los planos nuevamente sin requerir la participación del profesional 
actuante. Además, establece la percepción de una tasa por ese concepto, y también prevé el destino 
que debe darse a esa tasa. 


Entendemos que esta norma, en caso de ser dictada, vulneraría disposiciones de rango 
constitucional. 


En primer lugar, vulneraría el artículo 36 de la Constitución, que prevé el derecho al trabajo y 
comercio. 


También vulneraría normas de rango internacional, como los artículos 6 y 7 del Pacto 
Internacional de Derechos Sociales, Económicos y Culturales, en tanto atenta en forma directa contra 
el derecho al trabajo de los profesionales agrimensores. 


Asimismo, se vulneraría el artículo 33 de la Constitución, que prevé la tutela del derecho de 
autor. Evidentemente, todo lo que tiene que ver con los planos incluye una cuestión de autoría, derecho 
de autor y tutela de la propiedad intelectual. 


También debemos recordar que existe una ley de derechos de autor, la Ley n.” 9739, que en 
su artículo 5. prevé la protección de estos derechos, considerando, entre otros, los planos, que 
justamente son el punto de debate. 


Es importante tener en cuenta que estos planos no constituyen documentos o instrumentos 
públicos, porque no cumplen con los requisitos que exige el Código Civil, en el artículo 1574, para que 
sean documentos públicos. Es decir, la expedición de copias suplementarias requiere una tarea del 
agrimensor que implica cotejar con el plano original, de manera que existe una labor adicional con la 
consecuente percepción de honorarios que toda tarea implica. 


También hay que tener en cuenta que algunos de estos planos han sido objeto de tutela, a 
través del tema de derechos de autor, habiendo sido registrados en Biblioteca Nacional, lo cual 
refrenda la postura de que el derecho de autor en este tipo de obras es claramente tutelado. 


Asimismo, es importante considerar que este tipo de derechos solamente se pueden limitar 
por ley, pero esa ley debe revestir razones de interés general. La Asociación de Agrimensores entiende 
que en este caso no existen razones de interés general que puedan llevar a soslayar estos derechos 
constitucionalmente reconocidos. 


Por otra parte, la norma adolece de un vicio importante, y es el destino que pretende darle al 
dinero que se percibe por la tasa referida. El destino tiene que ver con la Facultad de Ingeniería, pero 
ya nos dice para qué debe utilizar ese dinero que se percibe. Y aquí hay un límite infranqueable, que es 
la autonomía que tienen los entes autónomos, en especial los de enseñanza, como es la Universidad 
de la República. 


Por lo tanto, en virtud de todo lo que hemos dicho, la norma en sí que, reitero, tiene como 
antecesora una norma reglamentaria que está siendo objeto de ataque jurídico ante el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo), adolece de varios vicios de constitucionalidad. Por esta razón, nuestro 
pedido es que se saque esta disposición del proyecto de rendición de cuentas, lo que permitirá efectuar 


un debate profundo con todos los actores involucrados, esto es, Asociación de Agrimensores, el 
organismo competente (¡Ministerio de Transporte y Obras Públicas! y también la Universidad de la 
República, en tanto este texto pretende vulnerar su autonomía. 


SEÑOR VERA.- Buenas tardes a todos los presentes. 
Mi nombre es Horacio Vega Faus y soy ingeniero agrimensor y doctor en leyes. 


La doctora Pinto ha realizado su exposición bajo una mirada desde el derecho administrativo 
y el derecho civil. Lo que les puedo decir a los presentes es que en la Facultad de Ingeniería 
históricamente nos enseñaron que el plano de mensura era un documento público. Y salimos con esa 
concepción, tanto esta generación como las anteriores. Está escrito en revistas de agrimensura de la 
década del 50. 


Ahora bien; contrastando lo que es el documento público con el artículo 1574 del Código Civil, 
vemos que no es un instrumento público, lo que lo coloca dentro de la ley de propiedad intelectual. 
Quiere decir que todo esto, desde su arranque [Jel esfuerzo, el tiempo, que implica dinero] está 
construido sobre pilares equivocados; hay un concepto equivocado sobre la naturaleza jurídica de lo 
que estamos analizando. Entonces, creo que conduciría a buen puerto separar este artículo y hacer un 
análisis pormenorizado de él, porque viola la carta magna en varias de sus disposiciones. Insisto en 
que hay un concepto equivocado de la cuestión. 


De modo que, como integrantes de la Asociación de Agrimensores del Uruguay, pedimos que 
se revea y se trate por separado, así todos los actores podremos exponer los fundamentos legales, a 
los efectos de poder tal vez" ir un poco más lejos. Porque el decreto que mencionó la doctora viola, 
inclusive, otros derechos. Si bien le daba la participación, o exigía la autorización del profesional 
actuante les decir, recabar la firma para que la Dirección de Topografía expida el plano, dejaba por 
fuera a los profesionales jubilados o los fallecidos, violando notoriamente la normativa del Código Civil 
sobre las sucesiones pues se trata de un derecho patrimonial que es transmisible. 


Muchas gracias. 


SEÑOR HEBER.- Estamos mirando el material que ha sido distribuido, y la verdad es que no teníamos 
conocimiento de esto. Todavía no hemos recibido al ministerio. ¿Han hablado con alguien del Poder 
Ejecutivo [con el ministro, algún director o subsecretario" para plantearle esta inquietud? Es decir, 
cómo asociación, ¿han hecho alguna gestión? 


SEÑOR PARDIÑAS.- Las copias tienen un uso limitado, ¿no? Lo pregunto porque esto implica la 
vulneración del trabajo que como profesionales desarrollan en el campo de la agrimensura, cuando 
estas copias solamente pueden utilizarse en determinado trámite o acción, es decir, no es para todo 
que se habilitan las mismas. Esa es nuestra inquietud. 


El fundamento que está en el articulado lo que dice el ministerio. es que se pretende 
cobrar una tasa para darle a la Facultad de Ingeniería, es decir, no se tiene la pretensión de sustituir el 
trabajo del agrimensor. Por eso, me gustaría saber si esto no está concebido como la facilitación de un 
trámite porque, lógicamente, si hay que pedir la autorización de sucesión o algo para tener copia de 
planos de profesionales que ya han fallecido, debe ser engorroso, inclusive para los agrimensores que, 
en su formación, necesitan acceder a esos trabajos. 


SEÑOR DAMASCO.- Con respecto a la pregunta realizada por el señor senador Pardiñas, no se 
requiere la firma de los profesionales que están jubilados o se encuentren inactivos, así lo establece la 
norma. 


La información de los planos de mensura es pública, puede verse, la limitante se da cuando 
uno va. El plano de mensura es el que permite hacer todas las trasmisiones de dominio. Entonces, si 
alguien va a hacer un trámite ante un banco, necesita el original, y este surge de la Dirección Nacional 
de Topografía, pero, a su vez, si el profesional está en actividad hay que llamar al agrimensor para que 
autorice. Ese plano de mensura no es documento público porque es un contrato entre terceros; el 
original lo tiene el agrimensor, que lo vuelca al archivo para que cuando desaparezca el agrimensor, se 
pueda volver a tomar. 


En realidad, no hay inconveniente en conseguir la firma (Jesto tiene que ver con la pregunta 
del señor senador Heber] y eso fue lo que le dijimos al director nacional de Topografía, con quien 
mantuvimos tres entrevistas, ya que con la tecnología actual podíamos obtener la firma en menos de 
dos días a los efectos del expediente electrónico. Además, nosotros somos pocos, sabemos quiénes 
somos, nos ubicamos perfectamente y, a su vez, si en dos días no se pudo ubicar la firma, la ley prevé 
que se pueda emitir la copia sin autorización. 


A quienes tenemos el derecho, por autoría intelectual, nos quieren limitar, y es con lo que no 
estamos de acuerdo. Como dije, mantuvimos tres reuniones con el director de topografía, que siempre 
nos respondió negativamente, y aunque pedimos una audiencia al ministro, nunca la concedió. 
Asimismo, tuvimos dos asambleas constitutivas, en las que se habló del tema con el director presente, 
a quien le manifestamos que estaba equivocado. 


Quiero aclarar que esta norma se quiso rever durante mucho tiempo; en lo personal, trabajé 
en la Dirección Nacional de Topografía hace unos 20 años y eso me consta. Cuando se quiso rever, se 
fundamentó ante el ministro (1que da la casualidad de que es el mismo, es decir, el actual titular de la 
cartera] y se entendió que no, que se estaban infringiendo derechos de autor. Es lo que nosotros 
sostenemos con respecto al caso de los planos que estamos mencionando. No estamos hablando de 
los planos que el agrimensor hace como documento público, ya que ese trabajo es para el Estado. 
Pero cuando el trabajo es entre particulares, hay derechos de autor; además, se trata de un contrato 
entre terceros, por tanto, se nos limita en nuestro derecho a cobrar los honorarios correspondientes por 
esa tarea. 


Por otra parte, cabe destacar que el plano de mensura no tiene límite, ya que si está inscripto 
y cumple con la normativa vigente se pueden hacer todas las trasmisiones de dominio que se quiera, 
porque no prescribe. Entonces, consideramos que nos están cortando por decirlo así] nuestra fuente 
de ingreso. 


Muchas gracias por habernos recibido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos a la delegación por su presencia y la información que nos han 
brindado. 


(Se retira de sala la delegación de la Asociación de Agrimensores del Uruguay). 


(Ingresan a sala integrantes de la Asociación Autismo en Uruguay). 


Damos la bienvenida a la delegación de la Asociación Autismo en Uruguay, encabezada por 
su presidenta, Raquel Navarro, a quien le damos la palabra. 


SEÑORA NAVARRO.- Buenas tardes a todos. 


Les hemos entregado un pequeño memorándum en el que explicamos el motivo de nuestra 
visita e incluimos unas pocas fotos [1que imprimimos apresuradamente] para que puedan tener una 
visión más clara de lo que vamos a decirles. 


Quizás algunos de ustedes recuerden que el año pasado, cuando estuvimos acá 
aproximadamente por la misma fecha!) los invitamos a la inauguración del Centro Lorna Wing, que 
fue el 1.2 de setiembre. En aquel momento les explicábamos que era el primer centro para 
adolescentes y jóvenes de Uruguay con un proyecto de vida y que, si algún día llegaba a ser 
necesario, podía ser definitivo. En realidad, se trata de contar con un lugar en el que puedan estar 
totalmente integrados y que, de hecho, sea su hogar. 


Justamente, las fotos que les entregamos son de este centro. Algún legislador fue a la 
inauguración y podrá dar fe de nuestras palabras. Es un lugar hermoso que hemos creado pensando 
exclusivamente en el bienestar de los chicos. Tiene un año de funcionamiento y lo único que podemos 
decir es que estamos muy cansados ¡lextenuados en realidadí, pero muy contentos con el proyecto 
concretado. 


Inmediatamente después de que inauguramos este centro, el año pasado, nos pusimos a 
trabajar de lleno (lya que veníamos haciéndolo de forma parcial] en el otro espacio que tenemos 
cedido en comodato en Sayago. Tuvimos que hacer toda la instalación eléctrica y de agua, pero a partir 
de la inauguración del Centro Lorna Wing en Ciudad Vieja, pudimos enfocarnos de manera mucho más 
intensa en Sayago. 


Hoy podemos decir que el futuro Centro Lorna Wing en Sayago [que es lo que hoy nos 
convoca aquíl] está destinado a autismo severo, porque el espacio edilicio es mucho más apropiado 
que el de Ciudad Vieja. Está prácticamente terminado; nos faltan solo algunos detalles de pintura y el 
amoblamiento. En esta oportunidad, los estamos invitando a su inauguración, que será el 26 de 
octubre, de 18 a 20 horas, en la calle Danubio y Garzón. Allí hay una empresa muy grande, que nos 
cedió toda la parte de la esquina. 


¿Por qué nos encontramos hoy acá? Como les explicamos en nuestra comparecencia 
anterior, no contamos con recursos. La única ayuda que tenemos es la que ustedes nos brindaron, que 
es una cantidad muy pequeña. Con eso hemos podido crear y consolidar el proyecto y sostener el 
centro de Ciudad Vieja, aunque con grandes dificultades. Los padres aportan cantidades pequeñas 
porque, normalmente, tampoco tienen recursos. Además, el autismo es caro, sobre todo cuando se lo 
trata como debe de ser: en espacios adecuados y con técnicos idóneos, con las terapias y los 
estímulos que estos chicos necesitan durante toda su vida, sin hacinamiento y con un cuidado absoluto 
de cada una de sus necesidades. Esta tarea requiere mucha atención y que los chicos sean pocos, y 
eso es caro. 


En la actualidad, en el Centro Lorna Wing estamos dando un trato de excelencia y, a pesar 
de que nos cuesta mucho, no vamos a bajar la calidad, porque es lo que se necesita. Estamos todo el 
año financiando el centro de Ciudad Vieja, organizamos alguna carrera o algún otro evento, pedimos 
alguna colaboración y, con la pequeña cantidad que nos aportó el Parlamento, lo podemos cubrir. Lo 
que no tenemos son recursos para sostener y continuar con el proyecto de Sayago. En la actualidad, 
con los recursos que tenemos es imposible contratar dos o tres técnicos más, que necesitamos para 
empezar. Es totalmente imposible. Entonces, vamos a inaugurar el centro, que va a quedar pronto, 
instalado y amueblado, y lo vamos a utilizar porque, de todas maneras, los chicos de Ciudad Vieja 
también van para allí y en verano lo van a aprovechar muchísimo, pero no vamos a poder incorporar 
más trabajadores, es decir, más técnicos, por lo que no podremos aceptar más chicos. 


Les puedo decir que este último año ha sido muy difícil. En realidad, en el autismo las cosas 
siempre son muy difíciles, y para nosotros también. Hemos tenido que rechazar muchos chicos con 
autismo severo porque el espacio que tenemos en Ciudad Vieja no es el adecuado para ellos. Y la 
mayor cantidad de solicitudes de ingreso que tenemos corresponden a casos de autismo severo. Este 
fue el motivo que nos llevó a trabajar, incluso con cierta urgencia, para poder inaugurar el centro en 
Sayago en el tiempo más breve posible, pero nos encontramos con la realidad de que no tenemos los 
recursos necesarios. Por eso nos presentamos aquí para decirles que no disponemos de ninguna otra 
ayuda más que la que ustedes nos han dado, que, como saben, es pequeña. Entonces, les solicitamos 
que de alguna manera busquen esos recursos que son tan fundamentales para que podamos contratar 
los técnicos que necesitamos y comenzar a aceptar chicos con autismo severo, de modo tal que el 
espacio de Sayago pueda ser inaugurado como corresponde, con los chicos que estén en ese lugar. 


Sé que el tiempo de que dispongo es breve, así que solo quiero recordarles que en los 
últimos treinta años el Centro Lorna Wing fue el primer y único lugar que se concretó en todo 
Montevideo. El autismo está totalmente postergado, no hay lugares donde estos chicos puedan estar. 
Las etapas más vulnerables de las personas con autismo son las de la adolescencia en adelante, 
llegada esa etapa ya prácticamente no se consigue insertarse en algún espacio. Los chicos empiezan 
a involucionar, a estar cada vez más medicados, sin estímulos, con hogares sumamente complicados, 
a veces llevan décadas de un estrés crónico que hace las cosas cada vez más difíciles, sin recursos y 
sin lugares y con un futuro" 


Pido disculpas, pero me cuesta bastante hablar teniendo presente a uno de ellos, que es mi 
hijo. Por más que espero él esté a salvo de todo eso, me cuesta, porque son temas difíciles de tratar 


delante de ellos, pero, en fin, no hubo manera de evitar que hoy estuviera acá. 


Como decía, en la actualidad, el futuro de los chicos con autismo medio y severo es ser 
internados siendo muy jóvenes; antes se pasaban de la Colonia Santín Carlos Rossi a la Colonia 
Etchepare, pero ahora ya no se los puede internar más aquí. Ahora son internados en pequeñas 
granjas, que son lugares muy parecidos pero más chicos a los que mencioné anteriormente. Allí su 
involución es absolutamente permanente y la degradación que sufren en sus capacidades también es 
cada vez mayor. Lo que queremos es quebrar esto. Lo hemos venido logrando, porque todos los «no» 
que hemos encontrado en el camino en los últimos cuatros años los hemos venido venciendo, pero 
también hay un límite para lo que podemos hacer. Realmente necesitamos que el resto del país Len 
este caso estoy hablando concretamente del Parlamento, que lo representa] se ponga la camiseta del 
autismo. No estoy pidiendo que nos regalen nada; cuando pedimos regalos es cuando pedimos alguna 
donación, y al Parlamento, al Estado, no le podemos pedir donaciones. Les estamos pidiendo que nos 
ayuden a cumplir con el resguardo de los derechos de estas personas. 


Creo que he sido lo más breve que pude. Si desean preguntar algo, estoy a su disposición. 


Me interesa agregar que seguimos trabajando en otras áreas como, por ejemplo, en las de 
formación, en cuyo caso estamos impartiendo dos cursos en Montevideo, dirigido a padres y asistentes 
personales. Apostamos al cambio en el desarrollo de estos chicos mediante la formación de los padres 
y de las personas que conviven con ellos en forma cotidiana. Esos cursos están instalados y se hacen 
dos veces al año, en forma gratuita, de manera tal de que todos puedan acceder. Asimismo, viajamos 
al interior y estamos realizando uno de estos cursos en Fray Bentos. De manera que seguimos 
adelante con todo lo que podemos abarcar. 


Quiero destacar que tenemos por delante otro proyecto, un sueño, para el que estamos 
buscando financiación extra. Tenemos un lugar físico, un pequeño espacio, en la calle Algarrobo 
esquina Yucatán, que será destinado a cumplir ese sueño, que es poder darles el tratamiento 
adecuado a chicos con autismo medio y severo recién diagnosticados, o sea, chiquitos. El proyecto 
apunta a brindar este tipo de atención durante tres o cuatro horas diarias, veinte horas semanales de 
tratamiento intensivo y extensivo. La idea es demostrar lo que se puede lograr con esos chicos 
pequeñitos si se le brinda la terapia y el estímulo necesarios. Este es un sueño que tenemos 
pendiente. 


Si se trata de hacer cosas, hay muchísimo para hacer, pero vamos paso a paso y concretando 
de a un proyecto a la vez. En este momento, estamos abocados al proyecto de Sayago, de atención a 
niños con autismo severo. Pero si contáramos con los recursos necesarios podríamos hacer 
muchísimo más, porque es necesario. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nos comprometemos a analizar su propuesta y nos mantendremos en 
contacto. 


Gracias por su presencia. 


(Se retira de sala la delegación representante de la Asociación Autismo en Uruguay). 


(Ingresa a sala la delegación de la Cámara de Agentes de Pesqueros Extranjeros). 


La comisión da la bienvenida a los representantes de la Cámara de Agentes de Pesqueros 
Extranjeros, señores Aldo Braida y Horacio Rau. 


SEÑOR BRAIDA.- Buenas tardes al señor presidente y a los señores senadores. 


Soy presidente de la Cámara de Agentes de Pesqueros Extranjeros y me acompaña el asesor 
legal de nuestra cámara, doctor Horacio Rau. Hemos solicitado esta audiencia (nos sentimos 
honrados de que nos reciban y se los agradecemos! debido a una preocupación que nos surgió con 
relación al artículo 312 original (Icon ese número ingresó a la Cámara de Representantes", que pasó 
a ser el 326 del proyecto de ley de rendición de cuentas enviado al Senado. En dicha norma, la 
Administración Nacional de Puertos prevé e intenta evitar el abandono de buques en el puerto de 
Montevideo, que es un hecho certero. Pero nos preocupa la redacción porque, francamente, no vemos 
que solucionaría verdaderamente el problema. 


En la carpeta que les entregamos hay un trabajo basado en siete preguntas, cuyas respuestas 
figuran en las últimas tres páginas. Este trabajo se basa en información brindada por la propia 
Administración Nacional de Puertos, es decir, nuestra fuente. 


La primera pregunta que planteamos es si es una práctica actual y habitual el abandono de 
buques en aguas uruguayas. Vemos que no. ¿Por qué? Porque la mayoría de los barcos abandonados 
en el puerto llevan ahí más de 15 años; no es algo que esté sucediendo ahora, pero sí ha pasado. De 
hecho, hay un cementerio con 59 buques con un lapso promedio de unos 15 años desde que entraron 
al puerto por última vez. 


En segundo lugar, el artículo afecta únicamente a los barcos de bandera extranjera. ¿El 
abandono se produce solo en el caso de buques extranjeros? Vemos que tampoco, porque el 61 % de 
los barcos abandonados son de bandera uruguaya [leso puede verse en la planilla de Excel que 
presentamos! 1, muchos de los cuales son de Fripur. Podrán argumentar que Fripur cerró hace solo tres 
o cuatro años, pero hay buques de esa empresa que están en el puerto sin moverse desde hace 18 
años. Ahora han sido absorbidos por la empresa Cooke Uruguay y se está considerando la posibilidad 
de sacarlos de ahí, pero el hecho es que esa chatarra lleva 18 años en nuestro puerto. 


En definitiva, no nos parece bien exigir un aval bancario a una empresa que representa a un 
buque extranjero; los uruguayos no piden permiso para quedarse, simplemente entran y salen, como 
corresponde por ser uruguayos. En cambio, el barco extranjero tiene que pedir para quedarse, hace 
reparaciones y contrata mano de obra nacional y demás, presenta seguros que los uruguayos no, 
presenta garantías que los uruguayos tampoco presentan, y ahora nos estarían exigiendo un aval 
bancario que se ejecutaría tres días después de vencido el plazo otorgado al barco. Entonces, ¿se 
considera que un barco ha sido abandonado porque se quedó tres días más de lo previsto, aunque su 
representante pague todo lo que le corresponde, tenga las cuentas al día y esté pagando las facturas 
todos los meses? 


En nuestra opinión, surge también una inconsistencia que no está plasmada en el texto. Se 
quiere evitar que los barcos sean abandonados y, sin embargo, la ley prevé acelerar el trámite de 
abandono de barcos. Nos parece que en eso hay una contradicción. 


La tercera cuestión es que las empresas que representamos pesqueros son, por lo general, 
micro y pequeñas empresas; no son grandes agencias marítimas que mueven contenedores y cargas a 
granel. No es así, generalmente son pequeñas empresas familiares a las cuales se les dificulta mover 
los montos de dinero previstos, aunque todavía no figuran en la ley. Entonces, ¿cuál sería el monto que 
tendríamos que poner como garantía, que sería ejecutada si el barco se queda tres días más? Pero 
hay que tener en cuenta un detalle: muchas veces el tiempo extra se debe a las propias carencias del 
puerto de Montevideo, porque la zona de estadía no está dragada y el barco está tocando fondo y 
hasta que no haya agua no puede salir; y cuando hay agua y puede salir, de repente no hay muelles 
disponibles para el Istar porque el pesquero no tiene prioridad. Entonces, de pronto la demora es por 
causas del propio Estado. 


Vemos que no se plantea una solución pues no se está atacando el problema real. 


Por lo tanto, como primera instancia, nos gustaría que se reviera este artículo o se formara 
una comisión de trabajo (¿para lo cual ofrecemos a nuestros profesionales y todo nuestro tiempo y 
dedicación", a fin de buscar una solución real que tome en cuenta matrices de riesgo en las que se 
analice cada barco que entra al puerto, las condiciones en que puede entrar o no y las garantías que 
brindan. Por supuesto, todo ello estaría dentro de una legislación general. Ofrecemos al Parlamento, a 
la Administración Nacional de Puertos y al Ministerio de Transporte y Obras Públicas, integrar esta 
comisión que mencioné para buscar soluciones reales más allá de que hay otro problema que se viene 
arrastrando que son los barcos abandonados, pero eso ya es ajeno a nosotros. 


De no poderse realizar esa comisión, ese taller o ese trabajo, nos gustaría poder plantearles 
alguna redacción alternativa que brinde una solución o que no ponga barreras a barcos que vienen a 
trabajar porque nos preocupan esos tres días en que se nos puede ejecutar y se acelerar el trámite de 
abandono. No olvidemos que el Estado ya tiene las herramientas legales y demás para poder declarar 
un barco en abandono sin que pasen 18 años cuando ya el barco no vale nada. Ese es el gran 
problema que tiene nuestro puerto. Un barco de Fripur que entró hace 18 años a nuestro puerto hoy no 
vale nada y más cuando la chatarra también ha bajado el precio; o sea que no vale ni como chatarra. 


Entonces, hay que acortar esos plazos pero no podemos declarar un barco abandonado que 
está trabajando, que tiene tripulación, que contrata servicios y sobre todo, cuando tiene sus facturas al 
día. Creemos que por ahí pasa el tema fundamental. 


Sé que tenemos poco tiempo y entonces no me quiero explayar en las siete preguntas que 
están expresadas en el trabajo. Con gusto responderemos cualquier consulta que ustedes tengan. Nos 
gustaría tener la posibilidad de hacer un trabajo eficiente que apoye a nuestros puertos y también a 
nuestras empresas para que puedan recibir a estos barcos. 


Muchísimas gracias. 
SEÑOR OTHEGUY.- Saludo a la delegación. 


Para ser honesto, me genera también mucha confusión este artículo. Todavía no hemos 
recibido al Ministerio de Transporte y Obras Públicas como para tener la visión de la autoridad 
administrativa, que es la que en definitiva da origen a este artículo. 


Por lo tanto, si ustedes han trabajado en alguna redacción alternativa, les pediría que nos la 
aporten para tener como insumo en el trabajo de la comisión. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Quiero hacer una pregunta con relación a los argumentos que han planteado. 
¿Ustedes han tenido un intercambio con la Administración Nacional de Puertos o con el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas a los efectos de saber si tienen alguna razón para que nos hayan enviado 
este artículo? 


SEÑOR HEBER.- Buenas tardes, es un gusto recibirlos. 


La verdad es que no sabía de esta situación de 59 barcos que están abandonados en el 
puerto que, naturalmente, están ocupando lugar y deben ser un problema. 


Confieso que no entiendo absolutamente nada del tema. Me estoy enterando por ustedes de 
esta realidad y todavía no había advertido lo que dice el artículo 326. Naturalmente, esto amerita un 
mayor estudio. No sé si vamos a tener tiempo en la rendición de cuentas como para poder analizar el 
tema. En el listado que pude ver rápidamente hay conceptos que no comprendo. Por ejemplo, ¿qué 
quiere decir bloqueado? Daría la impresión de que la Administración Nacional de Puertos es 
responsable de muchos de estos barcos, porque en reiteradas oportunidades se hace referencia a la 
expresión: «a favor del Estado, ANP». 


Por otra parte, no sé qué quiere decir cuando se alude a privados; supongo que es que los 
buques están parados y pertenecen a un privado. Lo cierto es a nosotros nos gustaría que en nuestro 
puerto no hubiera chatarra. Además, considero que 18 años es un disparate, como lo son también tres 
días. Me parece que debería haber alguna posición lógica entre que no se haga nada por 18 años y 
pasar a una violenta disposición de tres días. Aclaro que sobre este tema consultaremos al señor 
ministro de Transporte y Obras Públicas cuando concurra a la comisión. A su vez, me hago eco de las 
propuestas que puedan traer a sugerencia del señor senador Otheguy. 


¿Cuántos años puede estar parado un barco? ¿Qué es lo lógico desde el punto de vista 
comercial? Puede suceder que un barco no tenga actividad por diversos motivos y que deba estar 
parado por uno o dos años; ahora bien, creo que tiene que existir un límite. Obviamente que también 
descarto el tiempo establecido de tres días para, según se nos dijo, acelerar los trámites de abandono. 


Agradecería mucho que nos pudieran ayudar a comprender estos aspectos para poder 
adelantar la discusión que luego tendremos con el señor ministro de Transporte y Obras Públicas, 


porque si se nos hacen afirmaciones y no tenemos oportunidad de chequearlas con ustedes, será muy 
difícil votar a conciencia. Este tipo de artículos del presupuesto no me gustan porque no refieren a 
asignación de partidas para determinada función, sino que tienen que ver con la actividad privada y con 
ellos se pueden lesionar derechos y el país precisa más trabajo. Lo que menos queremos es que por 
esta normativa, en caso de que las garantías sean inalcanzables, los barcos dejen de operar y haya 
menos empleo. 


Estas son reflexiones que a trazo de drypen puedo hacer ahora, que estoy descubriendo esta 
situación. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Quiero dar la bienvenida a la delegación. 


La consulta que quiero realizar radica en que, en más de una oportunidad, en el ámbito 
parlamentario hemos escuchado a las propias autoridades decir que el abandono de algunos barcos de 
bandera extranjera está fundado en reclamos que la propia tripulación realiza sobre las empresas por 
conflictos laborales o por la estadía en el circuito de pesca. Y eso, inclusive, es parte de lo que se 
fundamenta en el articulado, en el sentido de que los buques pesqueros son los que generan mayores 
problemas. Por eso inferimos que se apunta a los buques pesqueros, específicamente cuando es por 
larga estadía y no por amarres más cortos. Si lo que ha venido sucediendo es realmente así, que ha 
habido problemas graves de insolvencia de buques de banderas extranjeras, que después 
desaparecen [Icomo lo establece el articulado", y la Administración Nacional de Puertos no tiene a 
quien recurrir, por lo menos aquí se establece una obligación para saber a quién demandar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me sumo a la propuesta que hizo el señor senador Otheguy y, a la vez, 
propongo que a través de secretaría se haga llegar la versión taquigráfica de esta comparecencia a las 
autoridades del Ministerio de Transporte y Obras Públicas antes de su presentación ante la comisión. 


SEÑOR BRAIDA.- Voy a tratar de ser lo más breve posible y responder todas las interrogantes 
planteadas. 


Respecto a la pregunta del señor senador Otheguy sobre nuestras conversaciones y la 
información con que cuenta el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, debo decir que por el 
momento lo único que sabemos es que luego de nuestra comparecencia en comisión de Cámara de 
Representantes, sobre este artículo se hizo únicamente una pregunta al ministerio, que fue si los 
barcos abandonados son mayoritariamente de bandera nacional o uruguaya y la única respuesta del 
señor Nieto fue que son casi todos extranjeros. Repito que, como dije al principio, la fuente es la 
Administración Nacional de Puertos. 


La señora senadora Payssé también preguntaba si se ha tratado el tema y debo decir que en 
la rendición de cuentas anterior también hubo un proyecto similar que fue detenido por el Centro de 
Navegación y se hizo una comisión de trabajo a la que nos invitaron pero sobre el final, porque nuestra 
cámara es muy nueva. La realidad es que la cámara de agentes pesqueros nacionales ni la de agentes 
pesqueros extranjeros estaban participando hasta que nosotros comenzamos a hacerlo. 


Ese trabajo se estaba basando en unos lineamientos que, nuevamente, nos parecía que no 
atacaban el problema. Se me viene a la memoria que el punto uno decía que se limitaría el acceso a 
puerto de los buques con determinados años de edad y yo preguntaba: ¿algún barco se abandonó por 
tener equis edad? 


El punto tres hablaba de los buques con planta frigorífica de amoníaco y yo, de nuevo, decía 
que nos puede gustar o no el amoníaco, pero ¿es la causa de abandono? Si la respuesta es no, no 
podemos legislar por ese lado y por eso hablé, al principio, de las matrices de riesgo. 


El barco que va a entrar a puerto, ¿es uno que opera normalmente en puertos uruguayos o 
viene por primera vez? Ahí empezaríamos a medir la situación. La agencia marítima que lo recibe, 
¿está reconocida? ¿Tiene deudas con la administración nacional o es una agencia nueva? Eso está 
pasando ahora porque estas legislaciones están generando que se creen empresas prácticamente 
fantasmas. En esta lista hay empresas que se crearon [ly que tienen barcos abandonados/. y que, a la 
primera factura de la ANP, ya quedaron bloqueadas por deudas. Me faltó aclarar eso; después voy a 
dar un poco más de profundidad al tema. 


¿Qué es una empresa bloqueada? Es una empresa con deudas en la ANP. Entonces, 
estamos hablando de barcos de empresas que están bloqueadas y ahí es cuando digo que hay que 
estudiar la matriz. 


¿Cuáles son los parámetros de riesgo? ¿Se trata de un barco que opera hace 30 años en 
Montevideo? ¿Entra y sale? ¿Contrata mano de obra nacional y repara? ¿Se queda dos, tres, seis 
meses? ¿Opera todo el año? Eso no es lo mismo que un barco taiwanés que llega por primera vez a 
puerto o que la agencia marítima sea una empresa nueva que nunca operó. Por eso recalcamos 
siempre el tema de las matrices de riesgo. 


Ese borrador fue del Cenave y de representantes de la marina mercante, del Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas y de la Administración Nacional de Puertos. De hecho, el comentario del 
señor Edison Peña, cuando le presenté lo relativo a las matrices de riesgo, fue que finalmente 
estaríamos trabajando con algo serio. Esa fue la última reunión de esa comisión a la que fuimos 
invitados y que después creo que quedó en nada. 


Ese ha sido el contacto que hemos tenido y nos gustaría que se retomaran esos trabajos con 
la participación de las dos cámaras que reúnen a pesqueros y armadores nacionales y extranjeros, 
porque sabemos y reconocemos eso sí, señoras y señores senadores!. que el principal problema son 
los pesqueros. 


De esa lista de 59 buques que di, hay solamente dos barcos que no son pesqueros; uno es 
un tanque y el otro es dique, pero recalco lo que decía: el 61 % son de bandera nacional. 


Finalmente Mlespero no olvidarme de nada", contestando al señor senador Heber, quiero 
decir que hubo términos que usamos arbitrariamente. Con «bloqueado», como decía, nos referimos a 
la situación de la agencia y no del buque. En el caso de Cooke hablamos de agencia marítima porque 
absorbió todos los barcos de Fripur. Cuando se habla de «bloqueados» se hace referencia a agencias 
marítimas que por deudas no pueden hacer operaciones. Cuando hablamos de «agencia operativa» sí 
nos referimos a una agencia. Por ejemplo, hay una que tiene un barco abandonado que la está 
afectando porque ellos siguen pagando y la empresa está operativa. Y cuando señalamos «a favor del 
Estado» no queremos decir ¡aquí tal vez nos expresamos mal] que sean responsabilidad del Estado 
sino que son barcos abandonados que ya fueron declarados, por decreto, a favor del Estado. Es decir 
que hoy en día son propiedad del Estado pero porque antes quedaron abandonados. No quiero que los 
señores senadores piensen que hacíamos referencia a que eran barcos del Estado abandonados; bajo 
ningún concepto es así. De algunos de esos barcos se hizo ahora una licitación todavía no fue 
adjudicada] para que sean sacados como chatarra. O sea, se supone que, eventualmente, algunos de 
esos buques serían retirados, pero si se fijan en el material que tienen en poder de ustedes, los últimos 
tres barcos que están señalados en amarillo, que dicen «licitación n.* 20068», fueron licitados como 
chatarra y quedaron abandonados igual. Por eso siguen estando a favor del Estado. Quiere decir que 
el que se adjudicó para sacarlos, nunca los retiró y siguen estando ahí después de años. 


Por eso repito señores senadores: nuestro problema viene de quince años en promedio. 
Están los barcos, hay que sacarlos y evitar que abandonen nuevos barcos, pero atacando el problema 
y no a la empresa. 


El señor senador Heber dijo algo muy importante: dan muchísima mano de obra nacional 
aunque sean extranjeros. ¿Por qué operan en Montevideo estos buques? Porque somos los únicos 
que operamos en Montevideo como puerto base. Quiere decir que todas sus actividades las hacen en 
Montevideo. Un portacontenedores, un granelero, un crucero vienen a hacer sus actividades 
comerciales, cargan y descargan y se van; el pesquero ya tiene previsto un año antes cuándo va a 
entrar a un dique Uya sea privado, de la Armada, del Cerro] porque no hay lugar. O sea que prevemos 
nuestras reparaciones, nuestros descansos, la licencia de la tripulación, etcétera y por eso quedan 
mucho tiempo acá. Hay zafras que duran seis meses y ese tiempo el barco tiene que quedar parado. 
Eligen Montevideo porque es el puerto en el que operan. 


Me estaba olvidando de responder al señor senador Pardiñas. Es verdad que en un 
momento hubo algunas estadías forzadas por juicios laborales y ninguno de esos barcos quedó 
abandonado. El único que quedó abandonado por un tema laboral era de bandera uruguaya, el Isla 
Alegranza, que todavía está en el puerto. No está considerado abandonado porque están reactivándolo 
en este momento, pero los otros que tuvieron algún juicio en ese momento fueron embargados y 
después fueron levantados con acuerdos de partes en los distintos juzgados. Insisto: ninguno quedó 
abandonado por ese tema. 


Reitero mis disculpas al señor senador porque estaba olvidando responderle. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Una consulta: ¿ustedes concurrieron a la comisión de la Cámara de 
Representantes cuando se discutió la rendición de cuentas? 


SEÑOR BRAIDA.- Sí, señor presidente. 


No pude asistir yo porque estaba en el exterior, pero vino el secretario general, señor Javier 
Bosio ¡lamentablemente no pudo asistir hoy] y el doctor Rau. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si tienen alguna redacción alternativa con alguna fundamentación les 
solicitamos nos la hagan llegar, porque llama la atención del artículo el inciso final. 


SEÑOR BRAIDA.- Nos comprometemos en hacérselas llegar el lunes o martes. 


Les agradecemos nuevamente el habernos recibido y el interés demostrado. 


(Se retiran de sala los representantes de la Cámara de Agentes de Pesqueros Extranjeros). 


(Ingresan a sala los representantes de Asoprod). 


SEÑOR PRESIDENTE.- Damos la bienvenida a los representantes de la delegación de Asociación de 
Productores y Realizadores de Cine del Uruguay, integrada por Virginia Bogliolo, Santiago López y 
Javier Palleiro, a quienes les cedemos la palabra. 


SEÑOR PALLEIRO.- Teníamos la intención de hacer una presentación, que creo es la misma que 
tienen ustedes allí en papel. Si les parece bien, podemos ir viéndola. 


Según nos dijeron, tenemos diez minutos para hacer la presentación y luego cinco minutos 
más para responder las preguntas que nos formulen. 


Esta presentación es un poco larga, pero no vamos a abordarla toda. Es la guía que 
utilizamos cuando fuimos presentando el tema a los diferentes grupos. Estuvimos hablando sobre este 
tema en diferentes comisiones y ministerios. Lo hacemos, sobre todo, para contarles cómo es la 
industria del cine y del audiovisual nacional. 


Queremos plantearle un problema muy puntual y urgente que tenemos, que está a punto de 
resolverse. Luego les hablaremos de una cuestión un poco más profunda. 


A nivel de descripción del sector, esta es una industria altamente especializada. Hay cinco mil 
trabajadores directos en el audiovisual. Actualmente hay cinco mil estudiantes. Esto representa una 
novedad de los últimos años porque antes no existían estas carreras, así que es una industria en 
crecimiento. 


Es importante señalar que la mayor parte de lo que se gasta corresponde a salarios. Así pues, 
más del 50 % de la producción audiovisual se gasta en salarios. Se trata de una industria exportadora 
no contaminante, a prueba de futura automatización. Eso a nivel general. En cuanto a cómo se 
financia, por cada peso que se obtiene a nivel público, la propia industria obtiene tres pesos más, en 
general provenientes del exterior para poder financiar las películas, series, etcétera. 


Con relación a la inversión pública, hay varios fondos para poder hacer cine en Uruguay. Ellos 
son el Fondo de Fomento Cinematográfico y Audiovisual, que depende de la ley de cine, y que es a lo 


que vamos a llegar en la conclusión de esta presentación. También tenemos el FONA [Fondo para el 
Fomento y Desarrollo de la Producción Audiovisual Nacional", que depende de la Intendencia de 
Montevideo, al igual que el programa Montevideo Socio Audiovisual. Sumados todos los fondos, la 
inversión pública es de USD 1:250.000 por año. Por su parte, la inversión privada es de unos USD 
4:000.000. De ese modo se compone la producción cinematográfica y audiovisual del Uruguay. 


Como les decía, básicamente hay varias fuentes de financiación. Una de ellas es la que fundó 
todo este período de diez años les de 20081), que es la ley de cine ley de creación del Instituto del 
Cine y el Audiovisual del Uruguay y del Fondo de Fomento Cinematográfico y Audiovisual!] y es la que 
instaura el Fondo de Fomento. Se aprobó en 2008, repito, y tenía un monto fijo de $ 25:000.000. 
Obviamente, este valor se fue depreciando. 


En 2015 hubo una partida extra y se actualizó con $ 18:000.000 más, ya que la devaluación 
había castigado mucho a este fondo. En ese momento ya se había planteado la posibilidad de ponerlo 
en algún tipo de unidad que pudiera actualizarlo año a año con el fin de discutir este tema cada dos 
años. 


Lo que ya se votó en la Cámara de Representantes es que estas dos partidas 


0$ 25:000.000 y $ 18:000.0001) se transformen a unidades indexadas. De esa forma, a partir del 
próximo año, ellas tendrán una actualización automática. Esto es lo más urgente que lograría mantener 
el espíritu original de la ley de cine, que es la que, en cierto modo, da fundación a esta nueva etapa del 
cine. 


De todas maneras, nosotros apostamos al espíritu general de esta ley que también tiene que 
ver con una política de Estado para promover las obras audiovisuales. 


Entonces, estamos planteando esta actualización, que es lo más urgente, y después, a nivel 
estructural, estamos comenzando un trabajo que es más a largo plazo pero que me gustaría transmitir 
también a la comisión. Concretamente, se trata de un cambio estructural en el que se propone 
incorporar algún tipo de defensa a la producción nacional, porque, más allá de que se produzca en el 
país, cuesta muchísimo exhibir y competir de igual a igual con las grandes producciones de Hollywood, 
básicamente, que son las que tienen todo el sistema controlado. Desde la producción, la promoción y 
la exhibición, se hace una competencia bastante compleja y desigual. Y en el entendido de que está 
esta ley de cine, que habla de promover el cine nacional, creemos que se debería Le insisto en que 
esto lo planteamos para más adelante; no es el caso concreto de lo que se está votando ahora en la 
rendición de cuentas! imponer algún tipo de canon para las plataformas de exhibición digital, para la 
importación de películas extranjeras y para la exhibición de contenidos extranjeros a nivel nacional. 
Ese canon se podría destinar a fortalecer todo el sistema, que tiene que ver con la profesionalización 
del instituto de cine, con una mejora sustancial de este fondo originalmente, de 25:000.0001 y para la 
creación de una agencia de promoción del cine nacional, así como un sistema de conservación del 
patrimonio, porque toda la obra nacional está bastante perdida y es muy difícil mantener ese archivo. 


Entonces, estamos pensando en una serie de medidas (Udespués podemos profundizar en 
aquellas que les interesen(|, pero que serían, para nosotros, el siguiente paso. El primero es que esta 
partida quede expresada en unidades indexadas, para que se pueda mantener y no sea un tema de 
urgencia de todos los años. Y, a continuación, la idea es empezar a trabajar en un plan un poco más 
global para promover el cine nacional, que hoy está muy topeado. Sigue habiendo estudiantes y cada 
vez más profesionales, pero está muy topeado a nivel industrial. 


SEÑOR PRESIDENTE..- Se trata del artículo 183 del proyecto de ley de rendición de cuentas aprobado 
en la Cámara de Representantes, que dice lo siguiente: «Las partidas establecidas en el literal A) del 
artículo 7% de la Ley N* 18.284, de 16 de mayo de 2008 y artículo 417 de la Ley N* 19.355, de 19 de 
diciembre de 2015, destinadas al Fondo de Fomento Cinematográfico y Audiovisual, serán expresadas 
en unidades indexadas (Ul) al valor de la Ul vigente al 1? de enero de 2018 y se ajustarán de forma 
anual al valor de la Ul al 1” de enero de cada año. 


Lo dispuesto en este artículo entrará en vigencia a partir de la promulgación de la presente 
ley». 


De manera que tenemos la alegría de decirles que la propuesta ya fue aprobada en la 
Cámara de Diputados y los senadores nos comprometemos a acompañarla. 


SEÑOR HEBER.- Nosotros estamos a favor de todo lo que pueda ser apoyo al cine nacional. Hay que 
ver después las formas. Será otra discusión, pero ya está el artículo, de manera que se pueden ir con 
esa tranquilidad. 


Sobre los otros aspectos planteados, el camino es que vengan a las comisiones y presenten 
alguna propuesta. Todo lo que sea ayudar a la cultura nacional es importante. A algunos no nos gustan 
las barreras; preferimos que haya más incentivos, subsidios directos. Pero esa es otra discusión que 
después daremos. No está mal el planteo; creo que es bien recibido por todo el mundo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Este es un aditivo que se incorporó en la Cámara de Representantes, y 
creemos que es bien importante el desarrollo que ha existido en la industria, como nuestros invitados 
manifestaban, en todos estos años. De manera que hay un fuerte compromiso de la bancada de 
gobierno en seguir apoyando. 


SEÑOR HEBER.- Y de la oposición. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces sumamos a la oposición, por supuesto. 


En definitiva, podemos seguir en comunicación para continuar trabajando, pero nos deja con 
mucha alegría que se haya aprobado este aditivo, que vamos a acompañar. 


SEÑORA BOGLIOLO.- Antes de terminar, quisiéramos agradecer la voluntad política manifestada, 
porque vemos que ahora hay como un consenso en recibir a actores que hasta el momento no 
habíamos tenido la posibilidad de estar frente a frente con los legisladores, lo que para nosotros es vital 
y nos da la esperanza de que las cosas mejoren. 


SEÑOR LÓPEZ.- Nosotros entendemos que lo de las Ul es un inicio; es volver a donde estábamos 
hace diez años. El siguiente paso es repensar esto como un bien cultural; como algo que necesita una 
industria que es muy joven y que tiene un potencial de activación muy alto. Lo que estamos haciendo 
hoy nosotros, los productores y el Gobierno Uno así la actividad privada, constituida por la televisión y 
otros agentes que no están participando] es construir una vía para que esto realmente sea un 
mercado. Como bien dijo el señor Palleiro, se trata de un mercado joven, altamente calificado y con 
una proyección nacional e internacional altísima, por lo que necesita herramientas que hagan que 
cuando tengamos 60 o 70 años podamos jubilarnos como productores (yo tengo 33 años de edad! 1; 
llegar a viejos ejerciendo esta profesión. Parece mentira que sea un desafío que una persona como yo, 
que se formó en la Universidad y que se especializó en el exterior, no pueda trabajar en esta profesión 
pensando que tiene un futuro. Precisamente, la dinámica que estamos planteando hoy es para que 
haya un futuro para las personas que tienen mi edad. Eso para mí es vital y por eso estoy trabajando 
en esta organización social. Este es el puntapié inicial. 


(Se retira la delegación de Asoprod). 


(Ingresa la delegación de las Organizaciones del Comité Consultivo de Cuidados). 


SEÑOR PRESIDENTE.- Le damos la bienvenida a la delegación de las Organizaciones del Comité 
Consultivo de Cuidados, integrada por la señora Claudia Becerra, en representación de la Federación 
de Cooperativas de Producción del Uruguay; por la señora Soledad Salvador, en representación del 
Centro Interdisciplinario de Estudios sobre el Desarrollo - Uruguay, y por Emiliano Lembo, de la Red 
Pro Cuidados. 


SEÑORA BECERRA.- Antes de empezar, queremos agradecerles el habernos recibido en el día de 
hoy, y a continuación voy a pasar a leer un documento que hemos distribuido. 


«Las organizaciones de la sociedad civil abajo firmantes integramos el Comité Consultivo del 
Sistema Nacional Integrado de Cuidados. Este organismo [Icreado por ley a instancia de las 
demandas sostenidas de la sociedad civil" tiene por finalidad fundamental el seguimiento de la 


implementación del Sistema Nacional Integrado de Cuidados, vigilando y asegurando que se 
incorporen los principios que la ley otorgó al mismo, así como la inclusión de la perspectiva de género. 


Frente a esta rendición de cuentas, última de esta Administración, queremos expresar ante 
ustedes nuestra satisfacción por que el Sistema Nacional Integrado de Cuidados ha comenzado a 
desarrollarse, y al mismo tiempo, nuestra preocupación para que este desarrollo cuente con los 
recursos necesarios que permitan ir cumpliendo las metas fijadas para el resto del período. 


Se solicitan en la actual rendición de cuentas $ 170:000.000 para el financiamiento del 
Programa de Asistentes Personales y 165:000.000 para el INAU. Con este financiamiento se busca 
garantizar, por una parte, el cumplimiento de las metas para implementar servicios de cuidado infantil 
llegando, durante este Gobierno, a los 140 CAIF y al 100% de cobertura para los niños de 3 años. 


Por otro lado, con el Programa de Asistentes Personales se pretende alcanzar a un 23 % de la 
población en situación de dependencia severa. Este es un programa de reciente creación y muy 
innovador, a través del cual las personas con dependencia severa tienen acceso a servicios de cuidado 
domiciliario, brindado por personas formadas por el propio sistema, a fin de asegurar la calidad de las 
prestaciones. 


Ajunio de este año, según el informe Rendición de Cuentas del SNIC hay 4545 personas que 
ya cuentan con AP y el 51 % de ellas tienen menos de 30 años. Además, son casi 4000 personas más 
las que están en condiciones de acceder al programa de asistentes personales, pues ya han sido 
evaluadas y valoradas, y cumplen con los requisitos para ello. 


Actualmente, el programa AP tiene un 100 % de ejecución presupuestal, y ejecutó cerca de $ 
650:000.000 entre 2016 y 2017. 


Este programa, pieza fundamental de la construcción del SNIC, está cubriendo efectivamente 
una necesidad de la población dependiente y sus familias y se viene implementando de acuerdo a lo 
previsto. Sin embargo, para avanzar en su desarrollo y garantizar los derechos al cuidado de esta 
población se requiere de los recursos solicitados. 


Somos conscientes de las dificultades económicas existentes y bajo ese entendimiento es 
que solo pedimos a los miembros de esta comisión hacer los mayores esfuerzos para asegurar que los 
recursos previstos para el SNIC en esta rendición de cuentas se mantengan sin reducciones». 


Agradecemos a los señores senadores su comprensión y atención. 


Por último, queremos decir que las organizaciones representadas en el Comité Consultivo 
son la Red Procuidados, Ciedur, Onajpu, PIT - CNT, Anong Uruguay y la Federación de Cooperativas 
de Producción del Uruguay. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queremos informar a nuestros invitados que hay dos artículos que fueron 
votados en la Cámara de Representantes, que son los artículos 220 y 221. Estas disposiciones 
contemplan las partidas que están mencionando y la posición del oficialismo es la de aprobarlos 
también aquí en el Senado. Esa es la buena noticia que queríamos dar. 


SEÑOR HEBER.- Consulto si esta iniciativa vino en el mensaje del Poder Ejecutivo. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Así es, señor senador. 


SEÑORA SALVADOR.- Nuestra comparecencia y el pedido que formulamos se deben a que en esta 
situación de escasez de recursos sabemos que existe mucha competencia en cuanto a demandas. 
Cuando se votó el presupuesto quinquenal en el año 2015 hubo mucha puja en esta materia y, por esa 
razón, queremos estar seguros de que eso no vuelva a suceder, porque quienes perderían en ese caso 
serían las personas más vulnerables. Nuestra intención es ser la voz de esas personas que no tienen 
la posibilidad de estar aquí. 


Muchas gracias por recibirnos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Consideramos que es muy buena la propuesta que remitió nuestro Poder 
Ejecutivo y que la bancada de diputados hizo un muy buen trabajo, por lo que aseguramos que se va a 
contemplar el pedido que han formulado. 


(Se retira de sala la delegación de las organizaciones que integran el Comité Consultivo de Cuidados). 
UNO habiendo más delegaciones para recibir, se levanta la sesión. 


(Son las 17:23) 


Material aportado por las delegaciones 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


